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Marco político. 

Se corrió la deuda. Segundo tiempo. 
 

La negociación de la deuda se llevo los primeros 8 meses de gobierno. La principal 

consecuencia es haber corrido el pico de los vencimientos al futuro. El esquema heredado 

estaba organizado para detonar en el periodo 2021 -2024 

El Estudio 1 de este informe 189, analiza como quedan los vencimientos hasta el año 2051, 

mostrando como a corto plazo se despeja el horizonte de vencimientos, y a largo plazo la 

deuda eterna seguirá siendo una carga dura de soportar. 

En el corto plazo se eliminó una restricción que justificaba la lentitud en la toma de decisiones 

en los problemas derivados del proceso de acelerada conexión al mundo globalizado que 

ejecuto la administración macrista. 

En el estudio 2 se analiza la temática de la renta universal, así como los recursos económicos 

necesarios, habida cuenta los distintos sistemas de ayuda utilizados para amortiguar el 

impacto de la cuarentena extendida, financiados con emisión monetaria. 

Ahora debe definirse la aplicación del impuesto de emergencia aplicado a las 12000 personas 

mas ricas de Argentina, que debería estar incluido en una reforma impositiva mas amplia que 

avance en gravar los patrimonios y las ganancias de los sectores favorecidos por la 

administración anterior, y especialmente el universo que se favoreció a pesar de la pandemia. 

Se supone que el esfuerzo fiscal para sostener la actividad económica en la pandemia 

debería, en parte, ser cubierto con recursos fiscales derivados de la nueva política impositiva. 

Con la restricción cierta que genera la política de no endeudamiento que es la característica 

histórica de los procesos nacionales y populares. 

En el Estudio 4 se analiza la problemática municipal generada por la caída de la recaudación 

nacional y provincial, lo que significa reducción de la coparticipación federal y obliga a los 
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Intendentes a buscar alternativas que están limitadas constitucionalmente. Actualmente solo 

pueden cobrar tasas y contribuciones por los servicios que prestan. 

El otro desafío impostergable es la reforma del poder Judicial, cuya perversidad fue 

demostrada con la persecución política del periodo macrista, y en especial la implementación 

del plan Condor II: el sistema de Lowfare, cuyo objetivo es destruir la perspectiva de 

desconexión que habían iniciado los países de América Latina la década pasada. 

La ilusión que parece existir en la implementación de dicha reforma es esperar una especie 

de autodepuración del sistema judicial, donde el libre juego de las estructuras hoy existentes 

debería eliminar los elementos que llevaron al abuso de poder, la justificación de negociados, 

el espionaje con violaciones ala ley de inteligencia, el chantaje. Es la misma situación que 

plantearon los genocidas de la dictadura cuando pretendían juzgar dentro de la legislación 

militar a los delitos cometidos. Esperemos que la autoridad derivada del voto popular se 

imponga y se modifique la Corte Suprema, principal responsable institucional de lo que pase 

en el funcionamiento del poder judicial. 

En el Estudio 2  se analiza La problemática estructural del sistema económico argentino es la 

hegemonía de los oligopolios multinacionales en la estructura de los formadores de precios, 

especialmente de los alimentos, que determinan la Inflación y en consecuencia la agenda de 

preocupaciones de la sociedad 

Está clara la relación entre la remarcación de precios y el valor del dólar, lo que implica la 

utilización del poder de policía del Estado en la regulación del mercado de capitales y en la 

aplicación de la ley de defensa de la competencia. 

La capacidad operativa del Estado debe ponerse en acción, en especial la toma de control de 

los organismos responsables de la aplicación de la ley, ocupados en su mayoría por 

funcionarios heredados del macrismo que todavía duran en sus puestos. 

Este marco de conflictos internos está enmarcado en un esquema geopolítico que requiere 

una identificación clara de los aliados estratégicos. Es imposible sobrevivir a dos aguas en un 

mundo donde claramente se vislumbra la decadencia de la hegemonía de Estados Unidos y la 

consolidación de un esquema multipolar liderado por China y Rusia. 

El mundo que se vislumbra para la post pandemia no admitirá medias tintas. Sin audacia para 

la inserción digna, para aguantar los conflictos derivados de una tercera desconexión, que 

votada en las urnas significa la continuidad de la de Perón en 1945, la de Néstor y Cristina 

Kirchner en 2003, se corre el riesgo de licuar el apoyo popular y que resurja la derecha 

fascista que se consolido en la propuesta del PRO y hoy se la ve pidiendo sangre en las 

marchas anti-cuarentena. 
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ESTUDIO 1. 

Deuda pública: barajar y dar de nuevo. 
Luces y sombras del Canje 2020 
 

En estos días se cerró el acuerdo con los acreedores de la deuda argentina en moneda bajo ley 
extranjera. Si se suma la deuda en moneda extranjera bajo ley local se habrán canjeado unos 
108.000 millones de dólares de capital, que se pagarán entre 2021 y 2051. El alivio se concentra en 
el período 2020-23 y la curva de revierte desde 2029, en que se pagaría más de lo vigente. 
Características y consecuencias del acuerdo ¿Se podría haber negociado de otra manera? 

 

¿Cómo llegamos al canje? 

En informes recientes señalamos la centralidad que asumía la renegociación de la deuda para la economía 

argentina (“Reconectados al mundo con respirador artificial”, Informe IEFE 185, “El cepo es la deuda”, 

Informe IEFE 186, “Hay vida después del default”, Informe IEFE 187). Según los propios objetivos del 

gobierno de A. Fernández, se trataba de la primera de las batallas a librar a la hora de encarar la 

recuperación económica y social. 

En este escenario, el gobierno argentino se encontró con una compleja situación: renegociar una deuda 

impagable, después del ciclo de endeudamiento más veloz y voluminoso de la historia mundial. En tan sólo 

4 años, Argentina llevó su deuda externa de USD 63.000 a USD 153.000 millones, de los cuales USD 44.100 

millones corresponden el préstamo más voluminoso en los registros del Fondo Monetario Internacional. 

De ese incremento en el endeudamiento externo público, del orden de los USD 90.000 millones entre 2015 

y 2019, según estimaciones del Banco Central se fugaron USD 86.000 millones (BCRA, 2020). Se trató de un 

regreso sin escalas a la valorización financiera, donde el país aceleró la lógica del endeudamiento externo 

para financiar la fuga de capitales que fue característica del período 1976-2001 (Basualdo, 2017). Con esta 

dinámica, la deuda de la administración nacional en moneda extranjera pasó de 36% del producto bruto 

interno en 2015 al 70% en 2019. 

La virtual incapacidad de afrontar estos compromisos por parte del gobierno para el período 2020-2023 se 

advierte al observar que los compromisos de pago en moneda extranjera (para acreedores bajo ley local y 

extranjera y organismos internacionales) para dicho período alcanzan los USD 104.000 millones. Sólo para 

tener una noción de dicha cifra en materia de lo que representa en el balance de pagos: en 2019 el 
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superávit comercial fue de un récord de USD 16.000 millones. Ni siquiera sosteniendo ese registro se 

alcanzarían a cancelar esa enorme masa de pagos en los cuatro años bajo análisis. 

Gráfico 1. Evolución de los vencimientos de capital e interés de los bonos elegibles de los canjes en moneda 

extranjera (bajo ley local y extranjera) y el FMI (millones de dólares). Años 2020-2024. 

 

Fuente: elaboración propia en base a datos del Ministerio de Hacienda. 

La negociación 

Como señaláramos previamente en Informe IEFE, el ministro Guzmán adelantó los objetivos que debía 

perseguir la negociación argentina en una conferencia internacional dictada en Ginebra, Suiza, en agosto de 

2019. Allí señalaba que seguir las recetas del FMI iniciadas bajo Cambiemos desde 2018 llevaría a mayores 

incapacidades de pagos a futuro, toda vez que la economía se vería restringida en su capacidad de 

crecimiento. Por ende, proponía un período de gracia de pagos de 2 años, sin quita de capital. Asimismo, 

sugería cancelar el acuerdo con el FMI y dejar de percibir los montos que ya estaban comprometidos con 

ese organismo1. Por otra parte, se proponía un sendero hacia el equilibrio fiscal y comercial, en 

coincidencia con los programas del FMI en esta materia.  

Para trazar una comparación con el antecedente inmediato, en los canjes de deuda de los años 2005 y 2010 

que hizo Argentina luego del default de 2001, se ejecutó una quita de capital de 42%, no se reconocieron 

los intereses corridos entre diciembre de 2001 y diciembre de 2003 y se postergó el calendario de 

vencimientos al extender el horizonte de pago de los nuevos bonos. 

 
1 Si bien se desembolsaron USD 44.100 millones, el préstamo preveía transferencias por un total de USD 57.000 
millones. 
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Con esta agenda en mente, el gobierno se dedicó a la renegociación de la deuda en moneda extranjera bajo 

ley extranjera. Después de este primer paso, se previó avanzar con la deuda en moneda foránea bajo ley 

local y luego aquellas contraída con el Fondo Monetario Internacional. El “primer round” de renegociación 

de deuda con privados en moneda y ley extranjera alcanzaba cerca de USD 66.000 millones.  

En el mes de abril el ministro Guzmán presentó una primera propuesta de canje, que seguía los principios 

de su planteo realizado en Ginebra pocos meses antes. La quita de capital era del orden del 5%, se 

concentraba en intereses (reconocía una tasa promedio de 2%, a diferencia del 7% vigente) y extendía el 

período de gracia de dos a tres años (2020-22). Los cálculos sobre el valor presente neto (VPN) de dicha 

oferta (que descuentan a una tasa de referencia los valores futuros para saber cuánto representan en la 

actualidad) la ubicaban en 40/100.  

Gráfico 2. Valor Presenta Neto (a tasa de descuento del 10%) de las rondas de ofertas del gobierno argentino y 

contraofertas de los acreedores. 

 

Fuente: elaboración propia en base a datos del Ministerio de Hacienda. 

Los acreedores rechazaron esa oferta y en mayo contra-ofertaron una propuesta por un VPN de 61/100. 

Desde ese momento en adelante, se fueron sucediendo mejoras en la oferta argentina para los acreedores, 

en tanto que estos últimos (centralmente BlackRock y Exchange) redujeron sus pretensiones 

paulatinamente, hasta llegar al acuerdo de agosto, que coloca el canje en un valor de 54,8/100. Los 

números muestran que mientras el gobierno se movió desde una primera oferta de 40 a una última de 54,8 

(la mejoró en 14,8 dólares), los acreedores pasaron de una contraoferta inicial de 61,2 a una de 54,8 

(resignaron sólo 6,4 dólares). Entre las cuestiones que cedió el gobierno se cuentan el reconocimiento de 
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los intereses vencidos entre abril y septiembre de 2020, la reducción del período de gracia de tres años a 

uno, la elevación de la tasa de interés promedio (de 2% a 3,1%), la reducción de la quita de capital (de 5% a 

1,9%) y el adelantamiento de pagos en las cuotas en los meses del calendario. 

Por cierto, es menester aclarar que el valor presente neto está lejos de representar el valor de la quita 

efectiva. En realidad, el VPN surge de descontar los flujos futuros a una tasa que los acreedores eligen, en 

este caso del 10%. Esa tasa indica aquella que los acreedores esperarían obtener en el futuro en caso de 

que se re-canjeara nuevamente la deuda, lo que es sumamente cuestionable ya que las tasas 

internacionales son cercanas a cero y las que pagará Argentina con los nuevos bonos oscilará entre 0,125% 

y 5%. Con una tasa de descuento menor, del orden del 6% por ejemplo (levemente superior a lo que 

Argentina se comprometió a pagar), la oferta que los acreedores valúan en 54,8 pasaría a 64,2 (como se 

verá más adelante). Cabe señalar por cierto que hace pocos meses del acuerdo, el FMI había señalado que 

el máximo valor presente neto que Argentina podía ofrecer y que garantizara la sostenibilidad eran 49 

dólares cada 100. 

El perfil de vencimientos y la quita efectiva 

Si bien aún debe completarse este canje2 y resta saber cuáles serán los bonos que efectivamente elegirán 

los acreedores3, puede hacerse una proyección de lo que implicará, suponiendo que los acreedores 

preferirán los bonos que venzan en el menor plazo posible. 

Gráfico 3. Evolución de los vencimientos de capital e intereses de la deuda en moneda extranjera (ley extranjera) 

actual y después del canje (millones de dólares). Años 2020-2051 

 

 
2 La fecha de referencia es el 24 de agosto. 
3 Cada acreedor tiene distintas opciones de bonos, de vencimiento más corto (2030) o más largo (2046), con 
diferentes opciones de tasas de interés. 
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Fuente: elaboración propia en base al Ministerio de Hacienda. 

De acuerdo a lo que muestra el gráfico, el canje implica un alivio financiero muy relevante entre 2020 y 

2023, es decir el período que abarca el gobierno de A. Fernández, y un saldo también favorable (aunque 

más exiguo) para 2024-2028. En cambio, la situación se modifica en 2029-2035, donde los nuevos pagos 

superarán con creces a los vigentes hasta el momento. 

El acuerdo alcanzado con los tenedores de deuda bajo ley extranjera invita a pensar que rápidamente se 

alcanzará un arreglo con los tenedores de deuda en moneda extranjera bajo ley local, en este caso por un 

monto de unos USD 41.715 millones. De completarse ambas operaciones, el cuadro 1 muestra cuál sería el 

perfil de vencimientos de capital e interés, por distintos períodos, hasta el año 2051. 

Cuadro 1. Compromisos de pago actuales y después del canje para la deuda en moneda extranjera bajo ley 

extranjera y local. 

Período Actual Canje 
Ahorro/  
Desahorro 

2020-2023 59.760 3.074 56.686 

2024-2028 57.724 42.068 15.656 

2029-2035 31.950 83.643 -51.693 

2036-2046 19.098 25.944 -6.846 

2047-2051 20.752 0 20.752 

Total 189.284 154.729 34.555 

Quita nominal   18,3% 

Quita VPN (t.d. 6%) 128.294 82.303 35,8% 

Fuente: elaboración propia en base a Ministerio de Hacienda. 

De acuerdo a nuestras estimaciones4, de completarse ambos canjes, en el período 2020-2023 el gobierno 

estaba comprometido a pagar unos USD 59.760 millones y en cambio, erogará unos USD 3.074 millones, lo 

que implica un ahorro de USD 56.686 millones para el mandato de A. Fernández. Para el período 2024-2028 

los pagos serían mucho mayores, superiores a los USD 42.000 millones de acuerdo al canje, aunque todavía 

inferiores a los que surgían del perfil actual de vencimientos (USD 57.724 millones). De todas maneras, esos 

cerca de USD 8.500 millones por año para dicho período (2024-2028) aparecen como exigentes para una 

economía como la Argentina, siempre volátil.  

Más adelante, la situación se vuelve virtualmente insostenible para 2029-2035, donde el canje implica 

pagos superiores a los 51.600 millones vigentes. Ya para ese momento, la proyección de la cartera de 

economía es refinanciar a tasas accesibles en el mercado y generar un sendero estable de vencimientos, 

toda vez que la economía “se tranquilice”, según las palabras del actual ministro. El saldo es igualmente 

negativo para 2036-2046 (USD -6.846 millones) y vuelve a ser altamente favorable hacia 2047-2051 (con un 

ahorro de USD 20.752 millones). 

De este modo, entre 2020 y 2051 de los 189.300 millones de dólares que el Estado tenía que pagar, 

afrontará 154.700 millones, lo que representa una quita nominal de 18,3%. Dadas las distintas condiciones 

 
4 En el caso de los bonos bajo ley local, además de suponer preferencia por bonos más cortos, se supone a su vez 
preferencia de bonos en dólares, ya que la oferta para tenedores bajo ley local habilita opciones de bonos en pesos. 
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de los bonos en situación de canje, la quita nominal sería mayor en el caso de los bonos bajo ley extranjera 

(25%) que en aquellos denominados bajo ley local. Ahora bien, si se toma una tasa de descuento anual de 

6% para el período 2021-2051 y se compara el valor presente neto de cada flujo de pagos de fondos, dado 

que el canje logra postergar pagos futuros, la quita tendría un nivel mayor, y alcanzaría un 35,8%. 

¿Se podía hacer algo distinto? 

Los resultados del canje implican una mejora para la gobernabilidad del gobierno de A. Fernández, es decir 

hasta 2023. De todas maneras, resta aun despejar los compromisos con el FMI, por unos USD 35.278 

millones en 2022 y 2023, que ponen en tensión la sustentabilidad para ese bienio. Desde el punto de vista 

de la sostenibilidad del actual gobierno, el canje oficia como un apoyo, pero también exhibe limitaciones en 

el mediano plazo. 

El perfil de vencimientos se hace mucho más oneroso en 2024-2028 y particularmente insostenible para 

2030-2035. La perspectiva del gabinete económico es recrear un proceso de crecimiento del producto y las 

exportaciones que permitan generar las divisas para afrontar los pagos futuros, además de lograr una 

estabilidad que facilite refinanciamientos de deuda a tasas decrecientes, lo que no deja de ser una apuesta 

a futuro en un mundo muy incierto desde el punto de vista comercial y productivo. 

Más allá de lo anterior, hay un aspecto que no pareció ponerse en debate en la mesa de negociaciones: la 

pandemia mundial. Hoy el mundo transita la crisis más profunda desde 1930, con caídas en la producción, 

empleo y comercio y aumentos en pobreza, desigualdad y hambre. La actual pandemia ha generado un 

descalabro económico mayúsculo que dio lugar a masivos paquetes de estímulo económico por parte de 

los gobiernos, abandonando las recetas de ajuste en muchos casos para paliar los efectos sociales. En este 

contexto, donde la tasa de interés de referencia de las economías avanzadas es cero, Argentina se 

comprometió a pagar compromisos con tasas de interés del 3,1% en promedio (las más altas llegan al 5%).  

Como lo han señalado distintas organizaciones (Juicio Popular a la Deuda y al FMI), ésta era una 

oportunidad para poner en debate la legitimidad del endeudamiento durante la gestión macrista. El canje 

para acreedores bajo ley extranjera incluía 17 operaciones desarrolladas durante el gobierno de M. Macri, 

de las cuales existen cuestionamientos legales. 

El ex ministro de finanzas, L. Caputo, participó en las negociaciones y pagos –y su coordinación- efectuados 

a los ‘holds outs’ y en la designación de los bancos que iban a intervenir en esa operación. Como 

propietario de Axis, estuvo vinculado a C. Planas, con quien compartió funciones en el Deutsche Bank. JP 

Morgan (donde había trabajado el entonces ministro de hacienda, A. Prat Gay) y Deustche Bank recibieron 

por adjudicación directa la colocación de los bonos de pago a los Fondos Buitre y el Megacanje II (con el 

Banco Central). La investigación del fiscal Delgado podría habilitar un cuestionamiento y desconocimiento 

de los bonos emitidos en ese período (por unos USD 15.000 millones). 

Por otro lado, el préstamo del FMI que incluyó un paquete por más de USD 57.000 millones (de los cuales 

de desembolsaron hasta el momento USD 44.100 millones) incumplió los estatutos del organismo porque 

financió fuga de capitales y violó los criterios técnicos al otorgar un monto mucho mayor al permitido. El 

actual candidato a la presidencia del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Mauricio Claver-Carona, 

afirmó recientemente que el gobierno de D. Trump consideraba a Macri una pieza clave de la derecha en el 
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tablero geopolítico de América Latina y por ende, intercedió ante el organismo (presidido entonces por C. 

Lagarde) para que el FMI le facilitara el monto impagable. En síntesis, un arreglo plagado de 

incompatibilidades que deberían incluirse en la negociación futura con un Fondo que querrá imponer sus 

consabidas políticas de ajuste. 

Asimismo, numerosos países se encuentran en crisis económica y de deuda. Por esta razón, distintas 

organizaciones (ONU5, CELAG6, Internacional Progresista7, etc.) han demandado la condonación de la deuda 

para los países del Tercer Mundo. Sin embargo, el actual acuerdo da fortaleza a los acreedores porque 

Argentina es una referencia para negociar ante otros países sus deudas soberanas. 

También para el FMI ésta aparece como una salida aceptable, pues le permitirá negociar con el país 

sabiendo que existe un compromiso de pagos futuros sin mayores quitas ni análisis de legitimidad. Como 

acreedor principal del país, el FMI también tiene como señuelo un caso ejemplar que evita la desconexión 

con el circuito financiero internacional. 

En este contexto, el gobierno de Ecuador acaba de celebrar un canje de deuda. El monto (USD 17.400 

millones) representaba en el PBI prácticamente lo mismo que los USD 66.000 del canje bajo ley extranjera. 

El país sudamericano redujo más capital que Argentina (8,9% versus 1,9%), pero menos en interés (pasó de 

9,3% a 5,3% contra el canje argentino de 7% a 3,1%) y por ende su VPN alcanzó los USD 58,9 cada 100 

(contra los 54,8 de nuestro país). Las distancias no son muchas entre un gobierno de derecha (que acordó 

recientemente un ajuste del gasto público con el FMI y persigue a los líderes de la Revolución Ciudadana) y 

el de A. Fernández. 

Finalmente, cabe destacar que, aún después del fallo a favor de los Fondos del juez neoyorquino T. Griesa 

(analizados previamente en Informe IEFE), el gobierno no ha cuestionado los tribunales internacionales de 

litigio, lo que representa un factor relevante a la hora de pensar en posibles conflictos futuros. Revisar las 

jurisdicciones de litigio (por ejemplo América Latina) hubiese sido un cambio relevante en la negociación y 

para sentar precedentes en la arquitectura financiera internacional, que se concentra en sedes 

anglosajonas, usualmente protectoras de los acreedores. 

¿El default era un fantasma? 

Como señaláramos previamente en Informe IEFE, se suele hablar del default como un fantasma que traerá 

calamidades al país. Al menos como matiz, cabe destacar que entre 2002 y 2005 el país ingresó en cesación 

de pagos y tuvo tasas de crecimiento del orden del 9%, aumentó su volumen de exportaciones un 50%, 

anotó superávit gemelos (fiscal y comercial) y mejoró todos sus indicadores sociales (Chena y otros, 2018). 

Ciertamente es un mundo más hostil que aquel de principios de siglo, y podrían existir mayores retricciones 

al financiamiento para empresas privadas en el país en los mercados internacionales, pero también este 

 
5 “Un asunto de vida o deuda: Agencia de la ONU propone acuerdo mundial de deuda para evitar que la pandemia 
sanitaria ocasione un desastre económico en el mundo en desarrollo”, unctad.org, 23/4/2020. 
6 “Piden la condonación de la deuda externa para los países de América Latina”, Página/12, 28/3/2020. 
7 “Cancelen la deuda”, https://progressive.international/movement/campaign/cancel-the-debt-5dd21aa8-214e-4f86-
bcd8-012ff864733e/es 

https://progressive.international/movement/campaign/cancel-the-debt-5dd21aa8-214e-4f86-bcd8-012ff864733e/es
https://progressive.international/movement/campaign/cancel-the-debt-5dd21aa8-214e-4f86-bcd8-012ff864733e/es
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argumento y la crisis mundial también respaldan la idea de condonación de la deuda, lo que podría haber 

incluido en los considerandos a la hora de negociar8. 

Esto hubiese implicado regresar el esquema de desconexión (Liaudat y Sbattella, 2019), para lo cual la 

audacia es una condición esencial. 
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ESTUDIO 2. 

El COVID-19 en la inflación de los 
alimentos 

 

Introducción 

La inflación es una variable macroeconómica de gran importancia que refleja el 

comportamiento de los precios de una economía. Desde hace varias décadas en el mundo la 

mayoría de los países tienen baja inflación, con excepción de unos algunos pocos que 

experimentan un aumento en los índices de precios superiores a los dos dígitos, como es el 

caso de la Argentina y que preocupa a los argentinos porque impacta directamente en el 

poder adquisitivo del dinero. 

La pandemia de COVID-19 ha complicado al mundo debido a que la economía de los países 

muestran una profunda recesión, aumento del desempleo y reducción de los salarios de los 

trabajadores, observándose un menor consumo de bienes y servicios y que llevará a muchas 

personas a una situación de pobreza e indigencia. En medio de este escenario se incrementan 

los precios de los alimentos, lo que se ve reflejado en el índice de precios de los alimentos y 

bebidas no alcohólicas (AyBnA), que crece que crece por encima del índice de precios al 

consumidor nivel general (IPCNG) en casi todos los países del mundo. 

En el mundo han caído el ingreso y el empleo y la suba de precios de los alimentos hacen 

peligrar la seguridad alimentaria de los países de menores ingresos debido a que destinan la 

mayor parte de sus ingresos a su alimentación. En este contexto, el presente artículo analiza 



 
 

Informe Nº 189 / Agosto2020 / Estudio 2 – El COVID-19 en la inflación de los alimentos 

el comportamiento de la inflación de alimentos en esta coyuntura de COVID-19 que afecta al 

mundo. 

La inflación de alimentos a nivel global 
En los primeros meses del corriente año para contener la expansión de la pandemia de 

COVID-19 las acciones de los gobiernos fueron el autoaislamiento, la cuarentena y el 

distanciamiento social, lo cual implicó la desaceleración de la producción e incluso su 

interrupción total. En ningún país se aplicaron medidas de freno en la producción de 

alimentos y bienes que se consideraban esenciales. Por el contrario, se pretendió que 

continuará con su normal ritmo de producción. Sin embargo, en el primer semestre de 2020 

tuvo un efecto negativo en casi todos los países debido a que se produjo un incremento en 

los precios superior a lo habitual en los alimentos, llegando a ubicarse por encima del índice 

general de precios al consumidor. 

 

Gráfico 1.- La evolución del índice de precios a nivel general (IPNG) y de 

alimentos y bebidas no alcohólicas (AyBnA) correspondiente a los meses de 

enero a julio de 2020. En porcentaje 

 
Fuente: Elaboración propia en base a datos del INDEC y Datosmacro 

Esta suba en los precios de alimentos se ha asociado a problemas en los canales de 

distribución. La oferta de alimentos, tanto por el lado internacional como por el lado 

doméstico, se interrumpió al suspenderse los canales de distribución. Estas disrupciones de 

la cadena de suministro han estimulado la inflación por el aumento de los costos, lo que 

quedó demostrado con el aumento de los precios de los alimentos en China durante el brote 

de COVID-19 (Negrete, 2020 y CEPAL, 2020). 
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La crisis de COVID-19 ha afectado a las actividades alimenticias, en términos de seguridad 

alimentaria y bienestar social, por lo que se observan las consecuencias sobre los precios y 

los riesgos en la falta de suministros, debido a que en el mundo están surgiendo restricciones 

alimenticias y mercados más cerrados. Ya hay 15 países que han impuesto restricciones a la 

exportación de productos alimenticios, en la región de Europa oriental, pero esas 

restricciones no representan más del 5% del comercio mundial de productos agrícolas, 

enviando una señal a los países importadores netos alimenticios, como México, Estados 

Unidos, China, parte de África y la Unión Europea, ante cualquier reducción del comercio 

internacional. Viceversa, Argentina y Brasil son importantes exportadores netos de alimentos 

con capacidad de producir alimentos por sí mismos y no dependen de las cadenas de 

suministros para alimentar a su población (Ugarteche y Martínez Paredes, 2020 y FAO, 2020). 

 

La inflación de alimentos en la Argentina 

A nivel nacional 

En la Argentina hace más de una década que se viene registrando una inflación de dos 

dígitos, las causas de este fenómeno pueden ser diversos que van desde la puja distributiva 

entre los asalariados y las empresas, monetaria por exceso de dinero, estructura productiva 

poco desarrollada, inercial, el tipo de cambio, también, otros factores, tanto externo como 

interno, como la suba de precio del petróleo y la sequía en el campo (Zack, Montané y Kulfas, 

2017 y Piva ). 

El gobierno de Macri prometió bajar la inflación a un dígito, pero no bajo sino que superó a la 

última gestión de Cristina Férnandez, que cuando en 2015 entregó el gobierno la inflación era 

de 25% anual, mientras que Mauricio Macri se despidió del gobierno con una inflación del 

53,8% anual, siendo la más alta desde 1991. 

En el Gráfico 2 se observa que en los últimos diecinueve meses el comportamiento de la 

inflación argentina continúa mostrando significativas variaciones de dos dígitos. Durante el 

año 2019 la inflación fue la más alta de las últimas tres décadas, que se explicaría como 

consecuencia del traslado de la devaluación a precios de los bienes y servicios, pass throught, 

siendo el mes de mayo de 2019 donde se registró el mayor incremento del período al 

ubicarse en 57,3% interanual. Por el contrario, en el mes de julio de 2020 la inflación alcanzó 

el 42,4% interanual, siendo la más baja en el periodo bajo análisis, como resultado de las 

medidas heterodoxas antiinflacionarias de Alberto Fernández como los precios cuidados, 

tarifas estables baja de la tasa de interés y otras que se tomaron durante la cuarentena por el 

COVID-19. Así, la desaceleración se inició a partir de abril de 2020, primer mes de estricto 

aislamiento social, cuando los precios subieron 1,5%, porcentaje que se mantuvo en mayo, 
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2,2% en junio y 1,9% en julio. Dada la tendencia de la inflación hacia la baja es posible que la 

inflación minorista para diciembre de 2020 se ubique en 39,5% interanual, según las 

estimaciones publicadas en el boletín Resultados del Relevamiento de Expectativas de 

Mercado (REM) julio de 2020. 

Asimismo, se observa que en el período bajo estudio el principal componente de la canasta, la 

división alimentos y bebidas no alcohólicas (AyBnA) registró los mayores incrementos que el 

índice de precios al consumidor a nivel general (IPCNG) y se verifica que el comportamiento 

del IPCNG sigue una tendencia similar al de la inflación de AyBnA. 

La canasta de la división Alimentos y bebidas no alcohólicas (AyBnA) está conformada 

básicamente por bienes transables1, que corresponden a los sectores agropecuario, pesquero 

e industrial oligopólico. En el sector agropecuario se tienen productos transados y no 

transados internacionalmente. Los primeros no forman precios en el mercado interno, sino 

que enfrentan un precio internacional dado y los segundos ante incremente de la demanda 

ajusta vía precio, dado que una vez sembrados tienen oferta inelástica, por lo que la demanda 

determina el precio. El sector pesquero, donde el 90% de la pesca se destina al exterior forma 

precio en función del precio internacional. 

El sector industrial oligopólico es el que tiene un posicionamiento dominante y forma precio 

por costos incorporando márgenes de ganancias que dependen, entre otros factores del 

grado de oligopolio. Si se produce un aumento de la demanda, el mercado industrial de 

alimentos ajusta incrementando la oferta y en algunos casos incrementando oferta y también 

el precio. Adicionalmente, el precio de los alimentos industriales está influido por el tipo de 

cambio y el precio internacional, por la importación de insumos para producción y fijar sus 

costos en dólares. 

En esta coyuntura, los productos agropecuario y pesquero han incrementado sus precios muy 

por encima del nivel general de precios, debido a que no están incluidos en los programas de 

precios cuidados2 y precios máximos3. Así, en el interanual de junio 2020 registraron alzas por 

encima del IPCNG los precios de la naranja 75,1%, la cebolla 69,2%, los cortes de carne en 

promedio crecieron 57,9%, huevos de gallina 56,0%, el filet de merluza fresco 53,5%, manzana 

                                                             
1 Los bienes transables compiten con productos extranjeros y por tanto sus precios son afectados por 

factores externos como el tipo de cambio y los precios internacionales. 
2 Es un acuerdo voluntario entre el Estado, fabricantes, distribuidores, supermercados y mayoristas, 

que establece precios de referencia de los productos más representativos de la canasta de consumo 

masivo, que abarca al 2,97% del total de precios relevados por el INDEC. 
3 Desde el 20 de marzo y hasta el 30 de agosto, las empresas de alimentos, bebidas, artículos de 

higiene personal y limpieza están obligadas a mantener congelados sus precios a los valores que 

tenían el 6 de marzo. 
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deliciosa 52,7% y tomate redondo 47,8%, similar comportamiento se verifica en la inflación 

del primer semestre de 2020. 

 

Gráfico 2. – La inflación interanual del índice de precios al consumidor a nivel 

general (IPCNG) y alimentos y bebidas no alcohólicas (AyBnA). 2019 -2020. 

En porcentaje 

 

Fuente: Elaboración propia en base a datos del INDEC. 

Por el contrario, los precios de los productos del sector industrial oligopólico incluidos en el 

programa de precios cuidados y precios máximos crecieron por debajo o similar al IPCNG, 

como la leche fresca entera en sachet 19,2%, queso cremoso 20,3%, aceite de girasol 36,0% y 

yerba mate 42,1%. Sin embargo, hubo excepciones debido a que algunos productos 

industriales alimenticios registraron un incremento de precios varios puntos porcentuales por 

encima del IPCNG, siendo los casos del tomate entero en conserva 92,3%, azúcar 64,2%, arroz 

blanco simple 59,8%, salame 56,9% y galletitas de agua envasadas 52,5%. 

En el Cuadro 1, se observa que la canasta del IPCNG está conformado por doce divisiones y 

destaca la división alimentos y bebidas no alcohólicas (AyBnA) por su alta incidencia en la 

suba de precios a nivel general. En efecto, la inflación interanual en el mes de julio 2020 

registró un aumento de 42,4% y AyBnA tuvo la mayor incidencia, representando el 10,7% en la 

tasa de variación del IPCNG, en tanto que en la inflación acumulada de enero – julio de 2020 

la suba fue de 15,8% y la división AyBnA también mostró la mayor incidencia al ubicarse con 

el 4,3%. Siguió en importancia la división prendas de vestir y calzado con incidencia anual y 

acumulada de 5,4% y 2,5% respectivamente,que también es oligopólico. 
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Cuadro 1. Incidencia de las divisiones en el Índice de Precios al Consumidor a 

Nivel General interanual y acumulada: Ene- Jul 2020. En porcentaje 

Nivel general y capítulos 

Jul 20 

interanual 

incidencia 

Ene - Jul 20 

incidencia 

Indice de Precios al Considor a Nivel General 42.4% 15.8% 

Alimentos y bebidas no alcohólicas 10.7% 4.3% 

Bebidas alcohólicas y tabaco 1.6% 0.5% 

Prendas de vestir y calzado 5.4% 2.5% 

Vivienda, agua, electricidad, gas y otros combustibles 1.6% 0.5% 

Equipamiento y mantenimiento del hogar 3.3% 1.0% 

Salud 3.9% 0.7% 

Transporte 4.3% 1.3% 

Comunicación 1.1% 0.2% 

Recreación y cultura 3.7% 1.8% 

Educación 1.0% 0.5% 

Restaurantes y hoteles 4.4% 1.9% 

Bienes y servicios varios 1.6% 0.5% 

Fuente: Elaboración propia en base a datos del INDEC. 

 

A nivel regional 

En la Argentina existen seis tipos de regiones4 con heterogeneidades en lo económico-

productivas y sociales. En el Cuadro 2 se observa que las inflaciones regionales son distintas 

debido a que en cada región las ponderaciones de las canastas de consumo son distintas. 

                                                             
4 El Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) presenta en el informe del Índice de Precios al 

Consumidor (IPC) de cobertura nacional, con resultados para el total país las seis regiones estadísticas: 

Gran Buenos Aires :Ciudad Autónoma de Buenos Aires y partidos del Gran Buenos Aires 

Pampeana: Bahía Blanca, Concordia, Córdoba, Gran La Plata, Mar del Plata, Paraná, Rafaela, Río 

Cuarto, Gran Rosario, Gran Santa Fe, Santa Rosa, Tandil, Villa María y Zárate 

NEA: Corrientes, Formosa, Posadas, Presidencia Roque Sáenz Peña y Resistencia 

NOA: San Fernando del Valle de Catamarca, La Rioja, San Ramón de la Nueva Orán, Salta, San Miguel 

de Tucumán, San Salvador de Jujuy y Santiago del Estero 

Cuyo: Gran Mendoza, San Juan, San Luis y San Rafael 

Patagonia: San Carlos de Bariloche, Comodoro Rivadavia, Neuquén, Puerto Madryn, Río Gallegos, Río 

Grande, Trelew, Ushuaia y Viedma 
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En el Cuadro 2 se observa que en las regiones NEA y NOA, donde la pobreza es más alta, la 

ponderación de los alimentos y bebidas no alcohólicas (AyBnA) es del 35% del Índice de 

Precios al Consumidor Nivel General que mide el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos 

(INDEC). Este peso está por encima comparado con las regiones de Gran Buenos Aires, 

Pampeana Cuyo y Patagonia, donde el peso de AyBnA en la canasta de consumo es menor. 

Asimismo, se verifica que la inflación en AyBnA resulta más alta en estas dos regiones. 

Cuadro 2. La Inflación según regiones. Alimentos y bebidas no alcohólicas y el 

índice de precios al consumidor a nivel general: Julio 20 interanual.  

En porcentaje 

  Ponderación  Variación porcentual 

Regiones de AyBnA AyBNA IPCNG 

Nacional   46.0% 42.4% 

GBA 0.23 44.8% 40.6% 

Pampeana 0.29 46.9% 43.8% 

NEA 0.35 49.6% 47.1% 

NOA 0.35 48.1% 43.6% 

Cuyo 0.28 46.9% 43.7% 

Patagonia 0.27 43.0% 41.3% 

Fuente: Elaboración propia en base a datos del INDEC. 

De esta manera, según la ley de Engel5 en las regiones del NEA y NOA, de ingresos más bajos, 

el panorama ha sido más crítico dado que destinan la mayor proporción de sus ingresos para 

el consumo de productos alimenticios, ya que la inflación en AyBnA ha tenido mayor 

repercusión en las poblaciones de las regiones mencionadas. 

 

¿Por qué suben los precios de los alimentos? 

Existe presión inflacionaria en la Argentina a pesar de las medidas antiinflacionarias del 

gobierno nacional, que fueron implementadas antes y durante la cuarentena por el COVID-19. 

En efecto, hubo congelamiento de la tarifa de los servicios de energía eléctrica, gas, agua 

corriente, peajes, de telefonía móvil y fija, Internet y TV paga, los alquileres, combustibles, 

                                                             
5 La ley de Engel, fue formulada en el siglo XIX por el economista alemán Ernst Engel, él observó una 

relación estrecha entre las variaciones en el gasto y el nivel de ingreso. La enunciación de esta ley 

evidencia que a medida que las personas perciben menor ingreso o renta, mayor es la parte de esta 

que destinan a bienes de alimentación. 
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relativa estabilidad del tipo de cambio mayorista oficial, el programa de precios cuidados, y 

precios máximos para 2.300 productos. 

En estos meses de crisis sanitaria surgieron inconvenientes en la oferta de los productos 

agropecuarios debido a diversos factores como falta de mano de obra en la tarea de la 

cosecha, subas de los costos logísticos del transporte de las mercaderías, cierre temporario 

de puntos de venta, quinteros pararon su actividad por la cuarentena. Dada esta situación se 

produjeron remarcaciones de precios en las verduras y frutas debido al aumento inusual de 

la demanda. 

Por otro lado, las empresas nacionales y extranjeras que elaboran el 80% de los alimentos y 

bebidas como Arcor, Molinos Rio de la Plata, Danone-La Serenísima, Adecoagro, Ledesma, 

Coca Cola, Nestlé, Mondelez-ex Kraft, Molinos Cañuelas, Morixe, con rasgos oligopólicos 

continuaron subiendo sus precios a fin de evitar la caída en su (mark up) tasa de ganancia 

(Rabinovich, 2013 y Rovelli, 2020). 

Estas empresas oligopólicas dado su posicionamiento en el mercado siempre buscan 

mantener el mark up a través de diversas estrategias como barreras de entrada, 

diferenciación de productos, producir gran variedad de productos, nuevas marcas, economías 

de escala, colusión. Otros artilugios que utilizan con el objetivo de subir los precios, 

convierten sus envases, en promedio 10%, más pequeños (shrinkflation), estrategia que 

utilizan en los lácteos, arroz, fideos, aceite, artículos de limpieza personal y del hogar y 

legumbres enlatadas, abaratan costos, ya que el contenido es menor, es más barato el flete y 

envían más productos al ser más pequeños, sin reducir proporcionalmente su precio final. 

Por el lado del sistema de distribución, cobran recargo por costo logístico de 3% como la 

empresa Serenísima y/o demoran en la entrega los pedidos como los casos de Arcor, Molinos 

Río de La Plata y Molinos Cañuelas, especulando con una devaluación. 

 

Conclusión 

A nivel global, es necesario que el comercio mundial de alimentos continúe funcionando con 

normalidad para evitar una espiral inflacionaria de precios y escasez, que hagan peligrar la 

seguridad alimentaria de las personas de bajos ingresos. 

En la Argentina, el gobierno nacional se ha preocupado en asistir y sostener los ingresos de 

los sectores más vulnerables que fueron afectados por la pandemia del COVID-19, poniendo 

de manifiesto su capacidad de asegurar la disponibilidad de alimentos. Por el contrario, las 

empresas alimenticias una vez más no mostraron su responsabilidad social empresarial y 
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buscaron en mantener su tasa de ganancia subiendo sus precios, comprometiendo la 

seguridad alimentaria de los grupos más vulnerables como son los trabajadores del sector 

informal, jubilados y los desocupados. Por tal motivo, es necesario que se reglamente la Ley 

de Góndolas y se constituya el Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia para fiscalizar 

las conductas anticompetitivas de las empresas con posicionamiento oligopólico. 

Finalmente el gobierno debe de tener en cuenta que la devaluación del peso se traslada a los 

precios de los alimentos debido a que la producción doméstica está vinculada al comercio 

internacional, por lo que se deben controlar través de las retenciones a las exportaciones. 
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ESTUDIO 3. 

No da igual. Una renta básica para 
asegurar la vida. 

 
I. Introducción 

En estos últimos días estamos siendo testigos de los debates en torno a las políticas 

económicas y sociales post-pandemia. Aun sin demasiadas precisiones, nos encontramos 

ante el debate de la reformulación de políticas públicas que la crisis parió, como el caso del 

Ingreso Familiar de Emergencia (IFE), y que están siendo repensadas para el día después. 

Porque lo otro que la pandemia y el derrotero económico previo pusieron aún más en 

evidencia, es que hay millones de personas en la Argentina que no tienen un plato de comida 

digna, que no tienen garantizada su subsistencia bajo las condiciones que impone el 

capitalismo nacional. La última medición del Instituto Nacional de Estadística y Censos 

(INDEC), indica que el 35,5% de la población está por debajo de la línea de la pobreza. Sin 

embargo, estos datos remiten a la situación prepandemia, dado que corresponden al 

segundo semestre de 2019, por lo que los cálculos actuales mencionan que la pobreza 

superaría el 40% en nuestro país. Según el organismo de estadísticas nacional, en junio, una 

familia compuesta por dos adultos una niña y un niño necesitó ingresos por $43.811 pesos 

para no ser pobres.  

Decididamente la situación es alarmante y el Estado no puede estar ajeno a un 

problema económico y social de semejante envergadura. En este sentido, en los pasillos de la 

Casa Rosada, como parte del paquete de medidas para la “nueva normalidad”, se está 

discutiendo la continuidad del IFE, ahora en formato de Renta Básica o Ingreso Universal. Si 

bien aún se señala que la medida está en estudio, relevantes voceros gubernamentales como 

el caso de Daniel Arroyo, Ministro de Desarrollo Social, o Fernanda Raverta, titular de ANSES, 

han comenzado a presentar los principales lineamientos de la medida. 
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La intención de la presente nota es la de analizar la propuesta en debate al interior del 

Frente de Todos (insistiendo en que aún no conocemos todos sus rasgos), discutir los posibles 

diagnósticos y comparaciones con otras medidas de política pública, para finalmente 

participar en el debate con una propuesta impulsada desde nuestro Instituto. 

Las páginas que siguen se organizan de la siguiente manera. En la segunda sección, 

repasamos las dos grandes líneas de posibilidades que plantean las lecturas del momento 

acerca de la medida. El carácter políticamente ambiguo, impone la necesidad de 

problematizar los rasgos principales del diagnóstico involucrado. Dado que no es de interés 

presentar visiones teóricas desancladas de la coyuntura (lo que ya se hizo en la nota 

anterior)1, a partir de la información existente en la tercera sección se ensaya una 

interpretación de los argumentos gubernamentales de quienes impulsan la medida. En la 

cuarta sección, se busca aportar algunos elementos para pensar una propuesta anclada en la 

coyuntura actual. Y, finalmente, en la última sección se presentan algunas breves reflexiones 

finales. 

 

II. De lo políticamente ambiguo de la medida o acerca de evitar un 
“caballo de Troya”. 

Pareciera ser que cada vez que las crisis golpean fuerte nuestro país, se reavivan los 

debates por el ingreso universal. Y es que las crisis económicas y sociales, entre otras cosas, 

ponen en evidencia la gran masa de trabajadoras y trabajadores que viven en situaciones 

precarias, sin más sostén que algunas changas diarias y muchas veces por fuera del registro 

del propio Estado.  

Un antecedente relevante es el del Frente Nacional contra la Pobreza (FRENAPO), el cual 

impulsó una consulta popular “Ningún Hogar Pobre en la Argentina”, que se desarrolló entre 

el 14 y el 17 de diciembre de 2001. Se invitó a participar a todos los ciudadanos argentinos 

mayores de 18 años, en más de 20 mil urnas de espacios públicos de todo el país, votaron 

más de 3 millones de personas. Dicha consulta consistió en expresar, por si o por no, la 

creación de tres políticas públicas que, de conjunto, permitían eliminar la pobreza: un Seguro 

de Empleo y Formación de 380 pesos mensuales para cada jefa o jefe de hogar desocupado, 

una asignación universal de 60 pesos por mes por cada hija o hijo de hasta 18 años y otra de 

                                                           
1 Ver “De las crisis se aprende: avanzar hacia una renta básica”, en Informe IEFE Nº188. Disponible digitalmente en 
https://www.iefe.org.ar/2020/05/22/de-las-crisis-se-aprende-avanzar-hacia-una-renta-basica/ 
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150 pesos para los mayores de 65 años que no perciban jubilación ni pensión (Sergio Alvez, 

2016). 

En la actualidad, parte de dichos instrumentos se encuentra en funcionamiento, sin 

embargo, tanto por la exclusión que imponen las condicionalidades como por la insuficiencia 

de los montos asignados, sea a la Asignación Universal por Hijo o a la Pensión Universal para 

el Adulto Mayor, la situación de pobreza descripta es acuciante. Y es el propio Estado que no 

cuenta con información precisa acerca de los potenciales beneficiaros de dichas coberturas, 

tal como quedó en evidencia con el lanzamiento del IFE, donde pocos podían suponer que al 

programa iban a poder acceder 8.857.063 personas. 

Por otra parte, lo distintivo de la situación actual es que no sólo en Argentina aparece 

este debate, sino que, con o sin implementación de una propuesta concreta relacionada, 

tiene un carácter mucho más abarcativo a nivel de regiones del mapa.  

Sin embargo, cuando se habla de renta básica se puede estar impulsando decisiones de 

política muy distintas y de allí la necesidad de revisarlas. Siguiendo la propuesta analítica de 

Battistoni (2019) encontramos dos grupos ideológicos y políticos bien distintos que podrían 

respaldar una propuesta de renta básica. Un primer grupo formula la medida como una 

especie de “obligación moral, es decir, como una dádiva concedida a los desdichados que se 

tornan obsoletos debido a la aparición de robots más inteligentes y eficientes que ellos” (pág. 

89). Podría agregarse aquí, si caracterizamos dicha visión como proveniente de sectores 

dominantes, que una medida de cobertura mínima buscaría evitar una revuelta de las masas 

de trabajadores excluidos, ante el reconocimiento de que el sistema económico genera 

“demasiados” pobres -con o sin empleo-.  

 Un segundo grupo aspira por medio de la medida a lograr “un universalismo igualitario 

y cuestiona la legitimidad de la riqueza acumulada de forma privada” (pág. 89). En este 

sentido, dicha visión podría emparentarse como una propuesta más próxima a los intereses 

de los sectores populares, y enfatizaría la necesidad de que su financiamiento exija mayor 

progresividad en la tributación, es decir, un financiamiento proveniente de las grandes 

fortunas del país, lo cual implica un impacto directo no sólo en pobreza sino también en 

desigualdad.  

Naturalmente, debemos preguntarnos cuál sería la versión del ingreso básico adaptada 

a “las pampas”, lo cierto es que la misma dependerá de las fuerzas sociales que lo impulsen y 

modelen. Desde nuestro lugar, nos parece importante despejar dudas acerca del sentido 

transformador de la medida. Se debe avanzar hacia garantizar un ingreso mínimo a todas las 

personas excluidas dentro de la jurisdicción del Estado sin condicionamientos. Es decir, no se 
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requiere ninguna otra condición personal que la de existir, y con ello, la de ser ciudadano o 

ciudadana. Esto no significa que el Estado por medio de dicha política no pueda favorecer 

trabajos no valorados por el mercado y necesarios para la comunidad: además de la 

capacidad de generar autonomía de la fuerza de trabajo, podría darse un redireccionamiento 

hacia trabajos comunitarios, voluntarios o domésticos no valorados desde la óptica del 

capital.  

Pero, sobre todo, la PRB no puede tratarse de salir a cubrir a los sectores de 

trabajadores que deja afuera “el mercado”, “la concentración económica” -tal como lo define 

Enrique Martínez-, o el capital. La misma debe estar “atada” a recursos provenientes de 

grandes fortunas: tal como señalan Svampa y Viale (2020), aún existen fuentes potenciales 

como grandes patrimonios, herencias, daños ambientales y rentas financieras, las que 

permanecen sin ser gravadas o con muy baja tributación en el sistema impositivo del país. 

A continuación, presentamos el debate que se viene dando al respecto en nuestro país, 

para pensar el carácter de la medida.  

 

III. La renta básica bajo estudio. 

El carácter ambiguo del concepto mencionado en la sección anterior, obliga darnos un 

tiempo para entender qué es lo que se ha puesto en debate en el ámbito público. 

Intencionalmente buscamos evitar el uso del concepto de ingreso universal dado que, como 

veremos a continuación, las definiciones que se están manejando a nivel gubernamental 

distan de lo que podría definirse como tal. Algunos sectores del gobierno nacional2 

anunciaron que, una vez superada la etapa de excepcionalidad de la pandemia (para la cual 

fue creado el Ingreso Familiar de Emergencia), se lanzará una propuesta de renta básica 

(PRB), que bautizaron como Ingreso Básico Universal3. La misma se entregaría como 

continuidad del IFE a través de la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES). El 

monto que se maneja aún por transcendidos, sería mayor dado que rondaría los $16.875 (lo 

que equivale a un salario mínimo, vital y móvil), y llegaría a 4 millones de personas, un 

número sustancialmente menor a los casi 9 que cobran el IFE. Dicho universo se focalizaría a 

                                                           
2 En las últimas horas, la vicejefa de gabinete, Cecilia Todesca, salió decididamente a desmarcarse de la medida. “En 
Argentina ya tenemos renta básica para adultos mayores y para niños y niñas hasta 18 años. El problema está en el 
universo del mercado del trabajo, que es muy heterogéneo”. Además señaló que hoy ya existe “un paraguas” de 
políticas sociales muy buenas y efectivas para sostener la población. Fuente: AM750, Programa Radial Toma y Daca, 
15 de agosto. https://750.am/2020/08/15/cecilia-todesca-no-estamos-pensando-en-una-renta-basica-universal/. 
3 Daniel Arroyo, Ministro de Desarrollo Social. Fuente: 
https://www.youtube.com/watch?v=qtAblkMpeac&feature=youtu.be.  
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partir de la condición de “alta vulnerabilidad" en la que se encuentran, lo que incluye también 

a personas titulares de la Asignación Universal por Hijo (AUH) y Asignación Universal por 

Embarazo (AUE). 

En relación con los 4 millones de personas abarcadas por este “ingreso base”, la 

propuesta prevé no sólo que reciban una suma de dinero mensual, sino que se brindaría 

capacitación y acceso al empleo a sus beneficiarios. La intención es que quien cobre una 

renta básica, sea capacitado a su vez en algún oficio y que haya empresas comprometidas a 

tomar a esas personas como empleados. Al respecto, el ministro de Desarrollo Social, Daniel 

Arroyo, añadió que "la idea es que la gente con planes sociales trabaje, y si trabaja cuatro 

horas, ya está cubierta con el beneficio, y explicó que "si trabaja más tiempo, el que contrata 

tiene que completarle el ingreso"4. 

Por último, como diagnóstico para la propuesta, en el planteo del ministro aparece una 

consideración específica de la economía argentina y es que a diferencia de los países 

europeos, donde sólo hay un problema de ingresos, aquí hay además un problema de trabajo 

y de acceso a los servicios.  

 

Desmadejar la propuesta 

Hasta aquí, los principales lineamientos indicarían que se piensa en una transferencia 

que garantice un ingreso mínimo para personas desempleadas o aquellas que intentan 

garantizar su subsistencia a través de changas (por fuera de todo registro estatal), lo que 

permitiría contar con un salario mínimo ante la situación de no contar con absolutamente 

nada. En relación con este último punto, existe un diagnóstico acerca de que la economía 

argentina no posee condiciones de crear empleo para todos/as.  En este sentido, dado que la 

medida se menciona con un carácter estructural, podría pensarse que el diagnóstico advierte 

que en la Argentina hay y habrá, 4 millones de trabajadores que no tendrán la posibilidad de 

reproducirse a través de la obtención de un empleo. 

Asimismo, la medida plantea la necesidad de establecer una contraprestación. De esta 

forma, retoma el parentesco con los primeros programas de empleo de amplia cobertura, 

como el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD) que, desde comienzos del año 2002, 

asistió a más de 2 millones de personas.  

                                                           
4 Fuente. Telefé Córdoba, 18 de agosto. https://cordoba.telefe.com/actualidad/ingreso-universal-de-17-mil-pesos-
quienes-podrian-acceder/ 
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Las coincidencias entre la PRB y el PJJHD son numerosas. En primer lugar, según Gradín 

y Hopp (2007), los propios fundamentos del Decreto Nº565/02, establecían que ya no se 

buscaba la generación de nuevos puestos de trabajo, sino que se habla de protección 

económica, “en el marco de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. De ahí que el 

propósito buscado se especifique como un Derecho Familiar de Inclusión Social” (pág, 4).  

En segundo lugar, el PJJHD también tenía una búsqueda de “universalidad”, con la 

intención de garantizar un ingreso mínimo mensual a todas las familias argentinas.  

En tercer lugar, el PJJHD puso en el centro la idea de derecho social, la obligación del 

Estado de garantizar un ingreso mínimo por familia, y establecer al “trabajo” como elemento 

integrador de la sociedad. Todos elementos que parecerían aparecer con nitidez en la 

propuesta gubernamental. 

En cuarto lugar, el PJJHD, incorporaba la posibilidad de realizar la contraprestación 

laboral de 4 horas diarias en proyectos comunitarios, impulsados principalmente por las 

organizaciones sociales. Incluso, el número de horas coincide en las declaraciones públicas de 

Arroyo.  

En quinto y último lugar, además del trabajo comunitario, en aquel plan de comienzos 

de siglo XXI, se impulsaba la formación laboral como contraprestación, también mencionada 

en la actual PRB. 

 

IV. Una propuesta realizable, atreverse a planificar. 

Nadie puede desconocer las dificultades que enfrenta en términos presupuestarios el 

Estado nacional5, no obstante, tal como se ha planteado hasta aquí, es momento de que 

sectores de abultados patrimonios puedan hacer una contribución a las finanzas públicas. 

Repetido es esto de que la crisis es una oportunidad. Por tanto, la PRB debe atarse a tributos 

progresivos: poner un piso y, al mismo tiempo, contribuir a poner un techo a los ingresos en 

la Argentina. 

                                                           
5 Sin embargo, si de algo hay acuerdo en torno a los análisis de la renegociación de la deuda que acaba de ser 
concretada con parte de los acreedores es que los años que siguen -al menos hasta el 2025-, tendrán una carga menor 
en términos de pago intereses y capital. Este tema puede verse en detalle en “Deuda pública: barajar y dar de nuevo. 
Luces y sombras del Canje 2020”, artículo publicado en este mismo número de Informe IEFE. Disponible en 
https://www.iefe.org.ar/2020/08/18/deuda-publica-barajar-y-dar-de-nuevo-luces-y-sombras-del-canje-2020/. 
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Las opciones de financiamiento son variadas. En primer lugar, en el último número de la 

revista discutimos la posibilidad de impuesto a las grandes fortunas de la Argentina que 

podría recaudar 300.000 millones de pesos (al tipo de cambio del 20 de agosto) 6.  

En segundo lugar, recientemente ha sido presentado un informe acerca de la 

rentabilidad de la banca en América Latina. Allí se muestra que la dimensión de las rentas en 

la Argentina es sorprendente. Sólo por mencionar algunos datos, durante el año 2019 la 

rentabilidad bancaria sobre el patrimonio (ROE) en nuestro país fue del 44%, el primero en 

toda la región, con 15 puntos porcentuales por encima del segundo (Brasil, 29%), y 38,5 

puntos porcentuales por encima del promedio europeo (5.4%). Es decir, en nuestro país la 

renta financiera tiene una dimensión varias veces más alta que el promedio regional y 

europeo, lo que rápidamente hace suponer que un tributo aplicado sobre la misma, no 

implicaría ninguna situación comprometedora para a banca, ni su partida del país, dado que 

aún seguirían ganando más que en el resto del mundo (Oglietti y Páez, 2020). 

Por otra parte, del 44% de ROE, 13 puntos porcentuales corresponden a resultados por 

títulos de valores, donde el 96,5% del total de títulos corresponde a títulos públicos y sólo el 

3.5% a títulos privados. Es decir, las ganancias que se registran en el sistema financiero por 

títulos de valores, responden casi en su totalidad a pasivos del Estado, por lo que el monto 

total de erogaciones que debería enfrentar para el 2019 asciende a 796.000 millones de 

pesos7. Básicamente, El Banco Central les paga a los Bancos a razón de $ 66.000 millones 

promedio por mes por no prestar, gracias a las inmovilizaciones de LEBAC/NOBAC/LELIQ 

(Letras de Liquidez del BCRA). 

El Banco Central usa estos instrumentos para evitar que los inversores vayan a buscar 

dólares, ya que así determina tasas más atractivas para los plazos fijos, busca que rindan más 

que el dólar y superen el índice de inflación. Además, es un instrumento de esterilización ya 

que así “seca la plaza de pesos”. Desarmar la bomba de las Leliqs implica liberar miles de 

millones de pesos. 

 

Ahora bien, ¿a qué sectores de la población, debería alcanzar la renta básica? Los 

recientes datos del IFE permiten aproximar un universo. Según los datos provistos por ANSES 

(a mayo de 2020), 7 millones de beneficiarios responden a trabajadores y trabajadoras 

                                                           
6 El impuesto alcanzaría a 12000 personas que han declarado contar con un patrimonio neto (es decir activos 
descontados los pasivos) superior a los 3 millones de dólares, y se estima que podría recaudar por encima de los 3000 
millones de dólares. Disponible en http://www.iefe.org.ar/2020/05/22/de-las-crisis-se-aprende-avanzar-hacia-una-
renta-basica/. 
7 Fuente: Banco Central de la República Argentina (BCRA). 
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informales y desocupados, mientras que otros 800 mil responden a trabajadores registrados 

de bajos ingresos (monotributistas sociales, régimen general y trabajadoras del servicio 

doméstico). 

Parece poco probable que, al menos en una primera etapa, la renta básica no involucre 

dicho conjunto de trabajadores y trabajadoras. Esto implica un costo fiscal mensual de 

132.000 millones de pesos (1.589.827 millones de pesos anuales). Sin embargo, dicha política 

implicaría reemplazar buena parte del aparato asistencial configurado durante la pandemia. 

Según el trabajo de Rameri (2020), las medidas de emergencia del gasto social -que 

involucran programas de gran envergadura como el IFE, tarjeta Alimentaria, créditos a tasa 

cero a monotributistas-, tienen un costo anualizado de 2.174.688 millones de pesos, es decir 

un 37% superior a lo estipulado en la PRB. 

Por último, un plan de semejante envergadura con casi 8 millones de transferencias que 

favoreciera la generación de trabajos en proyectos comunitarios con la conducción de las 

organizaciones populares que se encuentran en los barrios, implicaría al mismo tiempo un 

direccionamiento directo hacia mejorar la vida en los territorios, y encausada por ellos y ellas 

mismas. 

 

IV. Reflexiones finales o salir mejor de lo que entramos. 

Parecerían quedar pocas dudas acerca de la necesidad de repensar y reformular 

aquellas políticas que buscan construir una malla de contención a los sectores excluidos de 

nuestra sociedad. Una política pensada de cara al beneficio de los sectores populares y no 

una vez aún más beneficie a los sectores dominantes. Y mejorar el bienestar de muchos y 

muchas es urgente en la Argentina de hoy. Cuatro de cada 10 personas son pobres, no se 

puede salir de esta situación con una administración pública que se enmarque bajo la lógica 

de “lo posible”. Debemos estar dispuestos y dispuestas a pensar en decisiones 

gubernamentales de cambio estructural.  

La propuesta discutida aquí parte de los debates que se están dando al interior del 

gobierno del Frente de Todos, y busca repensar la lógica de la renta básica, para que sea 

aplicada en este tiempo y lugar. El entramado de contención social dispuesto por el Estado en 

la crisis de la Pandemia es enorme y supera en un 37% los recursos necesarios para financiar 

la PRB. Es claro que un gasto público de semejante envergadura no se puede sostener en el 

tiempo bajo el esquema tributario actual, no obstante, una medida de este tipo tiene sentido 

en tanto toca los intereses de los sectores dominantes. Es decir, no se trata de contener la 
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marginación para evitar estallidos sociales, sino empoderar a los sectores populares e ir en 

un sendero donde puedan ser artífices de su propio destino. 
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ESTUDIO 4. 

Que aporten quienes más tienen: 
finanzas municipales en el contexto 
de aislamiento social preventivo y 
obligatorio. 
 
Introducción 

La pandemia por COVID-19 desencadenó una gran crisis sanitaria, económica y social a nivel 

mundial. La capacidad de contagio del virus da lugar a una alta probabilidad de saturación del 

sistema sanitario, por lo que, en Argentina ante la falta de tratamientos disponibles, los 

esfuerzos por controlar su propagación y minimizar el riesgo de vida, se centran en el 

aislamiento social preventivo y en el distanciamiento físico entre personas. Estas medidas 

generaron una interrupción repentina de la actividad económica, acompañada por caídas 

abruptas de la oferta y la demanda agregada (CEPAL, 2020).  

Como consecuencia, se produjo una importante caída en la recaudación, afectando a todos 

los niveles de gobierno (nacional, provincial y municipal). A nivel nacional, esta caída alcanzó 

el 20% interanual en términos reales, en promedio, para el período que lleva el aislamiento; 

con un pico del 30% en el mes de abril. Al mismo tiempo, los gastos e inversión social 

indudablemente se incrementaron o redefinieron para atender a la situación de crisis, 

excepcional por la pandemia.  

En el caso de los municipios de la Provincia de Buenos Aires, se enfrentan a una abrupta caída 

en los ingresos, consecuencia de la baja coparticipación, el freno en la actividad industrial y la 
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nula circulación de turistas. Así, la caída en los ingresos es cercana al 40% en los meses que 

lleva el aislamiento. En este contexto, los distritos bonaerenses comenzaron a seguir distintas 

estrategias para recuperar parte de esos ingresos perdidos; en particular, tomó fuerza la idea 

de un aporte extraordinario de las “grandes fortunas”. En esta nota, nos centramos en 

describir algunas de estas experiencias. En primer lugar, se presenta la estructura de ingresos 

municipal y la evolución de los ingresos fiscales, a nivel nacional y en Provincia de Buenos 

Aires, en el período de aislamiento. Luego, se presentan las iniciativas tomadas por algunos 

municipios bonaerenses con el objetivo de recuperar parte de los ingresos “perdidos” y poder 

hacer frente a los gastos que implica la situación de crisis. Finalmente, se presentan algunos 

comentarios finales, en torno a la in/constitucionalidad de estas iniciativas. 

 

La situación fiscal de los municipios: estructura de recursos y evolución en 
Nación y Provincia 

En nuestro país, la Constitución Nacional no define de manera directa cómo debe ser el 

régimen municipal de gobierno. En su artículo 5 establece lo siguiente: “Cada provincia dictará 

para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, 

declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, 

su régimen municipal y la educación primaria. Bajo de estas condiciones, el Gobierno federal 

garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones”. Al mismo tiempo, en el artículo 

123 de la Constitución Nacional (reformada en 1994) se establece que: “Cada provincia dicta su 

propia Constitución, conforme a lo dispuesto en el artículo 5, asegurando la autonomía municipal 

y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y 

financiero”. En otras palabras, a través de estos artículos la Constitución Nacional habilita a los 

municipios a determinar sus formas de gobierno, siguiendo las normas establecidas por las 

constituciones de cada provincia.  

De esta manera, el accionar fiscal de los municipios se enmarca en lo normado por las 

Constituciones Provinciales. Si bien la gran mayoría de las provincias argentinas (19 en total) 

han explicitado la autonomía económica, política, institucional, administrativa y financiera de 

los municipios que las componen, la Provincia de Buenos Aires aún no lo ha hecho. No 

obstante, como destacan Acosta et al. (2015) la evidencia empírica muestra que tal autonomía 

declarada en más del 80% de las Constituciones Provinciales, en la práctica representa aún un 

debate no saldado para el régimen municipal: el conjunto de municipios argentinos aún tiene 

una fuerte dependencia de los recursos provenientes de Nación y Provincia.  
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En la Provincia de Buenos Aires, al igual que en la gran mayoría de las jurisdicciones del país 

de peso poblacional y económico, la principal fuente de ingresos propios de los municipios 

que la componen es el cobro de tasa retributivas de servicios. Estas tasas forman parte de la 

categoría tasas, derechos y contribuciones, del grupo de recursos no tributarios. Este último 

grupo contiene las tasas de servicios generales y las tasas de inspección por seguridad e 

higiene. No obstante, más de la mitad de los recursos municipales provienen de 

transferencias recibidas en concepto de coparticipación y de otras transferencias corrientes, 

de origen nacional y provincial. Los recursos recaudados directamente por los municipios (es 

decir, regalías e ingresos no tributarios que incluyen tasas, derechos, contribuciones y otros) 

representan menos del 40%. Como ya se mencionó, esta situación evidencia la gran 

dependencia de las transferencias provenientes de los niveles superiores de gobierno que 

tienen los municipios argentinos: los recursos propios representan apenas dos de cada cinco 

pesos de su presupuesto. 

Gráfico 1. Composición de los ingresos municipales según fuente. Año 2017. 

 

Fuente: Elaboración con base en Dirección Nacional de Asuntos Municipales. 

La crisis económica y social que se desencadenó a partir de la pandemia por COVID-19 y las 

medidas de aislamiento implementadas para minimizar el contagio y el riesgo de vida, 

provocó una importante caída en los ingresos nacionales, provinciales y, en consecuencia, 

municipales. El gráfico 2 muestra la evolución real de los ingresos corrientes y corrientes 

tributarios a nivel nacional en el panel A, y la recaudación total y por ingresos brutos de la 

Provincia de Buenos Aires, junto con las transferencias a municipios, en el panel B. En el caso 

de Nación, los ingresos corrientes cayeron un 20% real interanual en el período que abarca 
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los meses de marzo a junio de 2020. El mes de abril fue el más crítico, con una caída del 30% 

interanual en los ingresos corrientes y del 33% en los recursos tributarios.  

En el caso de la Provincia de Buenos Aires, la mayor baja se observa en las transferencias a 

municipios. Mientras que en el período que lleva el aislamiento social preventivo, la 

recaudación total cayó un 12% interanual, las transferencias a municipios mostraron una baja 

del 21% interanual en términos reales. En los meses de abril y mayo esta caída fue del 32%.  

Considerando la importancia que tienen las transferencias de origen nacional y provincial en 

los ingresos totales de los municipios bonaerenses, la merma en la recaudación de estos 

niveles de gobierno, tiene un fuerte impacto en los recursos municipales.  

Gráfico 2. Ingresos corrientes de Nación, Provincia de Buenos Aires y transferencias de esta 

última a municipios (panel B, eje derecho).  2019-2020. 

 

 
Fuente: Elaboración con base en INDEC, Ministerio de Economía de la Nación y Ministerio de Hacienda y Finanzas 

de la Provincia de Buenos Aires. 

 

¿Qué hicieron los municipios bonaerenses frente a la caída de ingresos? 

Como se mencionó previamente, la Provincia de Buenos Aires es una de las pocas que no ha 

declarado la “autonomía municipal” en la Constitución Provincial, junto con Mendoza, Santa 

Fe y Formosa. En consecuencia, toda tasa, derecho y/o contribución que los municipios 

quieran imponer a los contribuyentes debe ser aprobada por la Provincia. Al mismo tiempo, 
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estos recursos que los municipios están aprobados para recaudar, son denominados como 

recursos no tributarios.  

Considerando estas limitaciones y que, si bien el gasto público se encuentra concentrado al 

igual que la recaudación, en los niveles más altos de gobierno, de acuerdo con datos de la 

Dirección Nacional de Asuntos Municipales los gastos superaron los recursos de los 

municipios en 2017; las autoridades municipales tomaron medidas para poder recuperar los 

recursos perdidos y hacer frente a la crisis actual. Con el fin de generar recursos y afrontar la 

pandemia por coronavirus, muchos municipios bonaerenses tendieron a imponer aportes 

extraordinarios para quienes continúan facturando montos importantes durante el período 

de aislamiento. Mencionamos a continuación algunos casos. 

1. Castelli: fue la primera localidad bonaerense en implementar medidas de este tipo, a 

principios de abril. Actualmente, este municipio es gobernado por Francisco Echarren 

del Frente de Todos. Allí crearon una tasa municipal, de un aporte extraordinario de 

$42 por hectárea que deben aportar los productores con campos de más de 50 

hectáreas. En total son 539 productores los alcanzados por la normativa, y el valor de 

los aportes parte de los 8 mil pesos hasta un tope de 44 mil pesos. Con esta medida, el 

municipio estima recaudar el equivalente a un mes de recaudación con el objetivo de 

financiar gastos en salud. La medida ya fue aprobada por el Concejo Deliberante y 

obtuvo respaldo de la justicia.  

2. General Lavalle: a diferencia de lo que sucede en Castelli, en este municipio el aporte 

alcanza a todas las actividades. El intendente José Rodríguez Ponte de Juntos por el 

Cambio, dispuso un aporte extraordinario a las “grandes fortunas”: aquellos 

contribuyentes que tengan una facturación de entre 3 y 6 millones de pesos anuales 

deberán aportar una suma fija de 5 mil pesos, mientras que para quienes superen esa 

suma el aporte asciende a 10 mil pesos.  

3. Trenque Lauquen: en Trenque Lauquen la contribución extraordinaria se aprobó a 

fines de junio. Se trata de un aporte de una única suma de dinero que se repartirá en 

tres cuotas, pagando la primera en el mes de agosto. La normativa alcanzará a todos 

aquellos sectores que no se vieron perjudicados por las medidas de aislamiento. Por 

ejemplo, supermercados con superficie iguales o mayores a 150 metros cuadrado, 

todo tipo de entidad financiera (incluidos bancos privados), industrias de más de 100 

empleados, titulares de dominio, condominios y sociedades con 5 o más inmuebles, 

distribuidoras mayoristas de alimentos y empresas prestadoras de servicios de 

telefonía, internet y/o cable. 



 
 

Informe Nº 189 / Agosto 2020 / Estudio 4 - Que aporten quienes más tienen: finanzas municipales en el contexto 
de aislamiento social preventivo y obligatorio 
 

4. Lanús: en Lanús se dispuso un aporte extraordinario por los próximos seis meses 

para las grandes empresas que hayan mantenido actividades normales durante el 

período de aislamiento. La tasa especial está dirigida a empresas cuya facturación 

supere los 50 millones de pesos, incluidos supermercados, bancos y financieras y 

compañías de telecomunicaciones. El incremento en las tasas será aproximadamente 

del 30%.  

5. Hurlingham: a diferencia de los casos anteriores que alcanzaban distintas actividades, 

en el caso de Hurlingham el aporte extraordinario alcanza a los bancos y entidades 

financieras. Mediante un decreto, las tasas de inspección por Seguridad e Higiene 

abonadas por estas entidades se incrementaron en un 50%. El intendente argumentó 

que: “Es importante que a los que les ha ido bien durante muchos años, como es el caso de 

los bancos y entidades financieras, hagan un esfuerzo. No les puedo pedir esfuerzo ni a los 

comercios minoristas, ni a las pymes, ni a los vecinos”1. 

6. 25 de Mayo: en 25 de Mayo se aprobó una contribución especial que deberá ser 

abonada por aquellos rubros que no fueron alcanzados por las medidas de 

aislamiento. El aporte será un monto fijo de 60 pesos por partida o habilitación en las 

tasas de Alumbrado, Limpieza y Conservación de la Vía Pública, Inspección de 

Seguridad e Higiene, y Conservación y Mejorado de la Red Vial Municipal, y el objetivo 

es crear un “Fondo de Emergencia para Salud”.   

A los casos mencionados, se pueden incorporar otros donde las medidas se encuentran en 

tratativas.  

Comentarios finales 

Las medidas adoptadas por algunos municipios bonaerenses para hacer frente a la crisis 

generada por el coronavirus, reavivó el debate sobre las tasas municipales. Como se 

mencionó anteriormente, los recursos propios municipales son esencialmente tasas y 

contribuciones, ya que no están habilitados para cobrar impuestos. No obstante, la principal 

fuente de ingresos son las transferencias que reciben de Provincia y Nación.  

Tradicionalmente, se considera que los impuestos recaudan fondos que sirven para financiar 

servicios públicos indivisibles (es decir, que alcanzan a todos los miembros de la comunidad); 

mientras que lo recaudado por tasas financia servicios públicos divisibles, y las contribuciones 

se pagan como contrapartida de la realización de una obra pública (como mejoras) o por 

                                                           
1 https://www.pagina12.com.ar/265971-impuesto-a-los-
bancos#:~:text=El%20intendente%20de%20Hurlingham%2C%20Juan,millones%20de%20pesos%20por%20bimestre. 

https://www.pagina12.com.ar/265971-impuesto-a-los-bancos#:~:text=El%20intendente%20de%20Hurlingham%2C%20Juan,millones%20de%20pesos%20por%20bimestre.
https://www.pagina12.com.ar/265971-impuesto-a-los-bancos#:~:text=El%20intendente%20de%20Hurlingham%2C%20Juan,millones%20de%20pesos%20por%20bimestre.
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alguna actividad administrativa. En otras palabras, una tasa es el precio que los 

contribuyentes pagan por un servicio específico que el municipio provee y, a diferencia de los 

impuestos, deben tienen una contraprestación tangible, real o potencial. 

En rigor en los casos mencionados, los municipios aplicaron aumentos diferenciales a 

distintos rubros/sectores o bien, a distintos tramos de facturación y no impuestos. Las tasas 

existentes sobre las que se aplicaron los aumentos tienen una contraprestación específica 

que se brinda. Uno de los argumentos que los posibilita en términos legales, es el hecho de 

asegurar una tributación más equitativa de las tasas: los índices o ponderaciones se 

modifican de acuerdo a las categorías, zonificación, superficie en la que se desarrolla la 

actividad y rubros habilitados en cada categoría. 

En este punto, cabe preguntarse qué otras opciones pueden considerar las autoridades 

municipales. Como puede verse, los municipios se encuentran bastante limitados a la hora 

de tomar decisiones en torno a la forma en la que recaudarán fondos para hacer frente a los 

gastos que realizan. Especialmente porque buena parte de sus ingresos dependen de 

transferencias de los niveles superiores.  

Vale la pena mencionar, entonces, el caso de Activos Marcos Paz. El municipio de Marcos Paz 

desarrolló una moneda digital propia, basada en la misma tecnología de Bitcoin (Blockchain) y 

disponible para comprar en comercios locales. A diferencia de las criptomonedas, los Activos 

Marcos Paz no son convertibles a dinero físico, sino que solo pueden circular al interior del 

municipio. No obstante, el municipio estableció un mecanismo de compensación para 

acciones como el pago a término, el reciclado y el uso de bicicletas en lugar de auto o 

transporte público. Más información sobre la emisión de monedas propias puede 

encontrarse aquí (IEFE, 2019).  
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